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			PREÁMBULO

			EL ORDENAMIENTO SOCIAL COMO MARCO PARA EL ESTUDIO 
DEL TRABAJO Y DE LA RELACIÓN SALARIAL 




			Introducción

			De una u otra manera, y sea de un modo directo o indirecto, todo trabajo de investigación social tiene siempre por objeto una mejor comprensión del momento presente de nuestra propia sociedad, aunque su objeto de investigación material se sitúe en un pasado lejano o en un país particular. En nuestro caso, el interés por comprender el presente del trabajo y, por extensión, de los trabajadores en España, no es derivado ni implícito sino directo. El trabajo, y se sobreentiende siempre que asalariado (es decir, inscrito en una relación salarial), vive en la actualidad un momento de profunda crisis y transformación. Para la inmensa mayoría de la población, hombres y mujeres, es —y sigue siendo— una actividad que consideran necesaria porque, además de ofrecer los recursos necesarios para vivir, da un sentido a su vida; así es, desde siempre, en el caso de los varones, pero desde hace ya varias décadas lo es también para las mujeres (Prieto, 2015). No obstante, siendo así desde el punto de vista subjetivo, no sucede lo mismo en el ámbito institucional. El envite neoliberal que se inició en los años ochenta del siglo pasado —y que se mantiene— ha tenido una profunda repercusión. En relación con lo que llegó a ser hasta esas fechas, el trabajo ha sufrido y sigue sufriendo globalmente una clara y profunda degradación. Se ha visto precarizado. La precarización del empleo no afecta en exclusiva a un amplio segmento de la clase trabajadora, sino que se extiende prácticamente a la totalidad del empleo. Ha sufrido una gran metamorfosis: se ha visto modificado su significado y su valor (Serrano Pascual y Jepsen, 2019). No es el único cambio. En su momento, profundizaremos en todas sus dimensiones y analizaremos el proceso que ha conducido a este final y en qué momento transicional nos hallamos (Riesco-Sanz, 2020). 

			Para poder llevar a cabo esta tarea tenemos que responder antes a algunas cuestiones epistemológicas que fundamenten nuestros análisis. El primer punto que se nos plantea es el de mostrar la dificultad epistemológica de construir una definición de la categoría sociológica del trabajo, para convertirla en objeto de investigación social y así abrir el camino al estudio y exposición de sus “metamorfosis”. Referida al significado y valor del trabajo, la categoría de metamorfosis ha sido utilizada por dos grandes pensadores sociales franceses de los últimos tiempos: André Gorz, que publicó en 1988 una obra titulada Métamorphoses du travail, y Robert Castel, que publicó en 1995 una obra titulada Métamorphoses de la question sociale. De esta última me viene la idea del título, que ha sido, además, mi fuente de inspiración más directa. 

			Quisiera empezar esta obra con un preámbulo en el que quede explícito, primero, el marco teórico-sociológico desde el cual entiendo esas metamorfosis; segundo, el valor epistemológico que atribuyo al mismo; y, en tercer lugar, el orden expositivo que se va a seguir y su justificación. 

			En modo alguno pretendo que el planteamiento teórico que hago sea el único con aspiraciones a hacer inteligible los diversos momentos de la historia del trabajo y de la relación salarial, ni siquiera que sea necesariamente el más adecuado. Solo tengo la pretensión de ofrecer una forma de mirar esa historia que, a mi modo de ver y como conclusión de casi una vida entera dedicado a investigar empíricamente la cuestión, permita destacar algunos aspectos teórico-analíticos que, siendo para mí relevantes, no suelen ser suficientemente resaltados. Con ello me refiero, sobre todo, a la dimensión actorial y normativa —y, por lo tanto, política— de las relaciones sociales.

			Si nos obligaran a optar por los enfoques más generales con los que se ha venido trabajando y reflexionando en sociología y en las ciencias sociales, creo que podríamos resumirlos en los dos siguientes:

			
					Un enfoque estructural que entiende la sociedad como un conjunto de estructuras sociales articuladas en el que no hay actores o, si los hay, son escasamente relevantes porque su posición y su acción no son más que una proyección de una combinación estructural. Dentro de ese conjunto de estructuras, unas predominan sobre las demás y son las que otorgan cohesión al conjunto de la trama. El ejemplo más claro de este tipo de enfoque es el de un cierto marxismo que estuvo vigente hace unas décadas. Según él, las sociedades modernas son formaciones sociales capitalistas y consisten en la articulación de varios modos de producción entre los que predomina el modo de producción capitalista. 

					Un enfoque actorial y normativista, de inspiración durkhemiana. Según este enfoque, cualquier sociedad puede entenderse como un ordenamiento social. Por ordenamiento social se entiende el entramado jerarquizado de clasificaciones (y clases resultantes) de sujetos, actividades y bienes, que, junto con los principios, normas e instituciones que regulan/deben regular la relación entre dichas clases, constituye la base para la coordinación (siempre desigual, tensa y conflictiva) de los miembros de una sociedad históricamente determinada. Las clasificaciones, al igual que las normas e instituciones reguladoras que constituyen el ordenamiento social, operan como “categorías de percepción y apreciación” (Bourdieu, 1998) y son, por lo tanto, objeto de disputa permanente entre los miembros de una misma sociedad y, particularmente, entre las diversas clases de personas en que se divide (o portavoces de las mismas). El criterio fundamental que alienta esa disputa es el de la justicia: las clasificaciones y sus relaciones son y deben ser justificadas (Boltanski y Tevenot, 1991). De ahí que todo ordenamiento social sea siempre un orden jerárquico (jerarquía de poder) discutido entre clases sociales y, por lo tanto, siempre inestable, contingente y cambiante. 

			

			Si en el enfoque anterior una sociedad se entiende como una formación social resultante de la articulación entre varios modos de producción con el predominio de uno de ellos (formaciones capitalistas), en este se hablaría de ordenamiento social resultante de la conjunción conflictiva de varios órdenes sociales (y actores proponentes y defensores de los mismos) con el predominio de alguno de ellos sobre los demás (por ejemplo, ordenamiento social liberal-burgués). Más abajo se precisarán estas ideas.

			Cualquiera de los dos enfoques es coherente en términos de planteamiento sociológico para interpretar o explicar cualquier fenómeno social. La diferencia está en que cada uno de ellos permite —u obliga a— resaltar aspectos y dinámicas sociales distintos. A mi modo de ver, el enfoque actorial y normativo permite —obliga a— resaltar —y profundizar en— la dimensión actorial y política de los fenómenos sociales, en nuestro caso de la relación salarial (y, antes, del trabajo), es decir, qué actores participan en la construcción (o crítica) de un determinado ordenamiento social relativo a la relación salarial, en qué relaciones de poder y cómo lo hacen. Como es el marco teórico por el que se opta, conviene ampliar y explicitar un poco más su contenido. 

			En mi caso, el recurso al concepto de orden (u ordenamiento) social que vengo sosteniendo desde hace cierto tiempo no es un punto de partida sino algo así una estación de tránsito. No tengo ningún interés científico en mostrar lo importante y válido que puede ser el concepto para el análisis sociológico. He llegado a él porque en el recorrido de mis investigaciones sociológicas llegó un momento en que me era útil como concepto-marco en el que integrar las perspectivas teóricas a las que me conducían mis análisis e interpretaciones del “empleo” (y su “galaxia”: trabajo, políticas sociales, relaciones de género, tiempos…). 

			La conexión entre el análisis y conceptualización del empleo y la del concepto de orden social se produce como consecuencia de haber asumido una definición del empleo en términos de “norma social” (Prieto, 1997). Que el empleo sea o deba entenderse como norma social significa que la expresión de su contenido reúne inseparablemente el ser y el deber ser. No es “actividad o trabajo remunerado” sin más (dimensión sustantiva), como suelen sostener los economistas, sino trabajo remunerado realizado en unas condiciones que se hallan exigidas socialmente (dimensión normativa). Por otra parte, “no se trata solo de que a la dimensión denominativa de su significado (qué “objeto” designa) se añada la normativa (cómo debe ser). Es mucho más. En su caso el contenido denominativo es inseparable del normativo: expresa al mismo tiempo e inseparablemente cierta realidad social (facticidad) y su deber ser (imperatividad). De forma que el empleo, como todos los hechos sociales que se caracterizan por ser y operar como normas sociales, accede al rango de su conocimiento y reconocimiento fáctico en el momento preciso en que toma cuerpo su dimensión normativa” (Prieto, 1999b). Las razones de esta normatividad tienen como punto de apoyo una referencia a la justicia debida tal y como es planteada y promovida por un actor social de especial relevancia en las sociedades modernas, el de la clase trabajadora y de sus organizaciones corporativas y tras él la dinámica inscrita en la relación salarial. Para que un trabajo remunerado sea considerado empleo ha de respetar ciertos criterios mínimos de “justicia”: cierta retribución considerada justa, cierto tiempo de trabajo considerado justo, cierta estabilidad considerada justa, cierta seguridad considerada justa frente a riesgos de accidentalidad y deterioro de la salud, cierta protección social… De otro modo, solo será “trabajo” puro o, si se quiere, “curro”, es decir, trabajo sin regulación o, más precisamente, regulado exclusivamente por las reglas de mercado. 

			Desde un punto de vista empírico, en el caso del empleo esta peculiaridad es constatable de un modo relativamente simple. En el siglo XIX todas las sociedades en proceso de industrialización conocían un tipo de actividad productiva que era denominada trabajo y que no era cualquier tipo de actividad productiva sino solo y exclusivamente aquella que era realizada en, por y para el mercado (de ahí que su referente fuera el trabajo asalariado) (Díez Rodríguez, 2014). Pero no conocían la categoría de empleo. El empleo empieza a existir en el siglo XX cuando, como resultado de la presión social de los movimientos obreros (en el marco de sociedades económicamente capitalistas y políticamente liberales), empieza a considerarse que ese trabajo deber realizarse respetando unas mínimas condiciones de “dignidad” y esas condiciones terminan por ser reguladas desde el punto de vista social y político. Sucede lo mismo con el “desempleo” (“paro forzoso” en España): históricamente, el desempleo se ha entendido no solo como la situación de aquellas personas que buscan trabajo y no lo tienen, sino la de aquellas personas (trabajadores) que no lo tienen porque han perdido un empleo regular, buscan activamente uno nuevo (también regular) y con ello acceder al derecho de percibir algún tipo de prestación y ayuda. 

			Se observa así que, tanto en el caso del empleo como en el del desempleo, su definición no tiene su origen en las sabias disquisiciones de expertos economistas o pensadores sociales, sino en las conflictivas relaciones entre la clase obrera organizada y los representantes corporativos del “capital”: es, pues, el resultado de una construcción social y política. Los expertos —nosotros— llegan después y jugarán un papel particular y específico. 

			La dimensión normativa que define el empleo va más allá de una caracterización del trabajo (asalariado). Se refiere también a los sujetos del empleo, es decir, a la definición de trabajador (empleable):

			En nuestras sociedades no es “trabajador” (trabajador “empleable”) cualquier persona ni tampoco quien quiere. Hay clases de personas que pueden/deben trabajar en el espacio social del mercado y clases que no pueden/deben hacerlo. Así pueden/deben trabajar sin duda los varones adultos. En ningún caso los niños o los adolescentes. A veces —no hace muchas décadas— tampoco las mujeres, sobre todo si están casadas y tienen hijos. Y se entiende que si es justo (y obligatorio) que los primeros trabajen, también lo es que los segundos no lo hagan (Prieto, 1999a). 

			Tampoco en este caso, la identificación de qué personas sean o no empleables —su definición como trabajadores— resulta de planteamientos “savants” sino, de nuevo, de las relaciones entre “clases sociales”. Así pues, qué sean exactamente el empleo o los trabajadores empleables no tiene que ver con el “ser” de actividad alguna sino con el resultado de las luchas sociales por definirlos (normativamente) de una u otra manera. De ahí que, vuelvo a señalar, sus definiciones sean siempre disputadas, contingentes y variables (por hegemónicas que lleguen a ser en un determinado momento histórico). 

			Con ello no quiero decir que la dimensión normativa y actorial agote todo el sentido de la definición del empleo o de los trabajadores (empleables), pero sí que sin el despliegue de esta dimensión ni el empleo ni los trabajadores existirían, al menos tal y como los conocemos. Y que, si es así, todo análisis del empleo y de la figura del trabajador deberá abordarse mediante la investigación del proceso que conduce a su fijación como norma. 

			El descubrimiento de que las categorías de empleo y de la figura del trabajador (su deconstrucción) aúnan inseparablemente una dimensión fáctica y otra normativa y de que su existencia es el producto de las prácticas y luchas de actores sociales (ante todo, los propios trabajadores) movidos por la constitución de un orden justo invita a considerar y asumir que sucede lo mismo con aquellas categorías que se hallan inscritas en —y conforman— el orden social. Todas ellas son, en expresión de Bourdieu (1998), categorías de “percepción y apreciación”, tienen asignado un lugar en la trama de relaciones sociales y responden a dinámicas societales similares. Aunque no todas tengan la misma presencia ni la misma relevancia societal. 

			Y si entendemos que cualquier sociedad se caracteriza por la disposición de una trama global específica de clasificaciones (y clases resultantes) jerarquizadas de personas, actividades y bienes que constituye la base para la coordinación (con frecuencia conflictiva) de los miembros de una sociedad históricamente determinada, junto con los principios, normas e instituciones que regulan/deben regular la relación entre dichas clases, se llega a dos conclusiones. Una: que de lo que hablamos, como se indicaba más arriba, es de la sociedad entendida como un ordenamiento social. Y dos: que la lógica de relaciones sociales que lo constituye es la misma que opera en la producción de la categoría del empleo en las sociedades actuales, la de la conexión conflictiva entre actores y normas, solo que en este caso ya no hablamos de fenómenos sociales particulares sino de sociedades enteras. 

			La referencia al concepto de orden social es frecuente en ciencias sociales (véase, por ejemplo, entre otros muchos, Bilbao, 2007), pero rara vez se da de él una definición expresa y, menos aún, una definición que permita convertirlo en objeto de investigación empírica. Pero lo que no solemos hacer los sociólogos sí lo han hecho en alguna ocasión los historiadores. El ejemplo más claro que he encontrado a este propósito es el del taller doctoral sobre “(Dé)construire l’ordre social. Espace méditerranéen. XVe-XIXe siècle”1 organizado en junio de 2011 por varias universidades francesas. En la convocatoria pública que se hace del mismo no solo se fija un verdadero programa de investigación sobre la “deconstrucción del orden social” sino que, además, los organizadores ofrecen una aproximación a varias posibles definiciones del concepto con un formato perfectamente abierto a la investigación empírica. Merece la pena leerlo. Me limito a recoger una de las tres posibles definiciones que ofrecen de orden social la cual tiene grandes coincidencias con la que yo había llegado a construir: y es aquella que entiende el orden social como “práctica de clasificación”. 

			El orden como práctica de clasificación. El orden político es el resultado y la culminación de un proceso de clasificación emprendido por los actores. Estos participan en todo momento en la elaboración de las categorías que sirven para organizar la sociedad. Estas categorías y su producción son el objeto mismo del orden, que puede considerarse como la práctica de ordenar llevada a cabo por los actores. De este modo, examinaremos las luchas por la representación, que tienen que ver con la ordenación, y por tanto la jerarquización, de la propia estructura social (Roger Chartier).

			Y un poco más abajo: 

			El orden social es construido progresivamente por numerosos actores de la sociedad. Nuestros debates tratarán de analizar el trabajo que realizan los actores para producir categorías, y prestaremos mucha atención a los términos, valores, justificaciones y discursos desplegados en esta labor de racionalización. ¿Cómo se establece el orden social en la práctica? ¿Cómo llegan los actores a ordenar, clasificar, calificar y juzgar el mundo para producir categorías legales, jurídicas, políticas y sociales? 

			He ahí una definición del concepto de orden social perfectamente válida para una investigación sociológica sobre la cuestión, y de la que puede concluirse la formulación de un proyecto de investigación empírico de contenido más o menos amplio. Añadamos que para estos investigadores el uso del concepto no parece denotar ni connotar una forma de ver, como a veces se sostiene, de carácter conservador. 

			Pero hay algo más. Entre los términos de los que se sirven los autores de la convocatoria para explicitar el significado del concepto de orden social incluyen el de ordonnancement (‘la pratique d’ordennancement mis en oeuvre’). Una de las traducciones posibles al castellano de este término es el de “ordenamiento” y, según el diccionario de la RAE, entre sus significados encontramos el de ‘acción y efecto de ordenar [o poner en orden]’, “orden” que consiste en ‘la colocación de las cosas en el lugar que les corresponde’. Si se incorpora la dimensión social a estas definiciones de la RAE, se llegaría a las siguientes definiciones: “ordenamiento social”: ‘acción y efecto de ordenar socialmente’, es decir, de ‘colocar a las personas en el lugar que les corresponde dentro de la sociedad’. Una definición perfectamente asimilable a la que habíamos elaborado de “orden social”, pero que hace mucho más explícita su conversión en objeto de investigación. De ahí que, a nuestro modo de ver y para usos de investigación, sea preferible el significante de ordenamiento al de orden social. 

			Unos párrafos más arriba yo señalaba que el criterio que moviliza la lucha de clasificaciones e identificaciones es el de la justicia. No es tan evidente, al menos de una forma directa. Un criterio al que se hace recurso tanto o más que el de la justicia es el de la “naturalización” (referencia al orden natural o a su precedente, el orden divino). Siguiendo esta perspectiva, el trabajo, la mujer, el hombre, la familia, etc., son y deben ser lo que la naturaleza nos dice que son. En este marco, la referencia a la justicia o no tiene ningún valor —el orden natural es inamovible—, o es un añadido obvio (el orden natural es justo por definición). 

			Uno de los párrafos del “argumentario” de la Jornadas sobre Deconstrucción del orden social se refiere a los “registros de justificación” del orden social como uno de los puntos que debe incluirse en cualquier investigación sobre el orden social. He aquí el párrafo en el que se refieren a ello: 

			Pruebas y registros de justificación. ¿En qué se basa el reconocimiento del orden social? Examinaremos los registros de justificación utilizados por los actores que mantienen el orden. Como sabemos, en la Edad Media se invocaban regularmente el orden de Dios y el orden natural. ¿Y en la época moderna? ¿Qué otros argumentos se utilizan: la necesidad, la tradición, el derecho, la justicia, la igualdad, etc.?

			Que cualquier construcción de “categorías sociales de percepción y apreciación” vaya y deba ir acompañada de su razón de ser, es decir, de una justificación, parece lógico ya que toda categorización de personas (de actividades o bienes) consiste en una categorización de contenido normativo frente a otras, que definen, como venimos diciendo, el ser y el deber ser (Boltanski y Thévenot, 1991). La justificación es tanto más necesaria cuanto que se trate de categorizaciones que supongan jerarquización y ejercicio de poder entre clases sociales. El problema a este propósito es establecer cuáles son los diversos “registros de justificación” movilizados por los actores que participan en los procesos de clasificación. En la cita precedente se señalan como registros de justificación “la necesidad, la tradición, el derecho, la justicia, la igualdad…”. El registro justificativo de la justicia es uno de ellos. ¿Por qué darle prioridad como hacemos nosotros? Primero, porque teórica y metodológicamente es plausible: en una investigación como la que tenemos entre manos poder indagar si y hasta qué punto una u otra definición “profana” del “trabajo” de las clases de sujetos que se ocupan/deben responsabilizarse de él y de las normas que los relacionan es considerada como más o menos justa frente a otras. Y, sin duda alguna, será una aportación relevante. Pero hay una segunda razón de más calado y es el del sentido mismo de la práctica de la sociología. Si se concibe la sociología como una práctica científico-social que tenga por objeto no el de producir conocimientos “científicos” acerca de los fenómenos sociales sin más —mediante el recurso a la ruptura epistemológica con el saber social profano— y hacerse así reconocer por la comunidad de sabios (es decir, por quienes han conseguido ocupar dentro de ella las posiciones de poder preeminentes y que suelen ser anglosajones) sino como un sport de combat (Bour­­dieu, 2001) a favor de la “buena sociedad” (Aristóteles), una investigación centrada en la referencia a la justicia como registro de justificación movilizado por los actores sociales cumple perfectamente ese objetivo. 

			Hemos empezado por plantearnos el problema de la definición del empleo y terminamos este breve prólogo haciendo referencia al concepto de ordenamiento social. La relación entre ambos es, a nuestro modo de ver, bastante clara. Por un lado, el empleo, según se ha argumentado, es y opera como norma social, pero, por otro, es una norma que adquiere todo su sentido en el marco de una sociedad de trabajo y de mercado entendida como ordenamiento social. No es, además, como se verá, una norma social cualquiera dentro de dicho ordenamiento sino una norma central; el trabajo/empleo es uno de los pilares sobre el que ese ordenamiento está construido. Y tanto en uno como en otro caso nos hallamos ante “realidades sociales” entendidas, por una parte, como el proceso que las produce a partir de y por la relación conflictiva entre las clases sociales implicadas y, por otra, como resultado inestable y siempre inacabado del mismo. 

			Este es el marco teórico y de sentido que tomamos como punto de partida y de acompañamiento para el análisis de las metamorfosis de la relación salarial en la España contemporánea. Hablamos de relación salarial y podríamos hablar de trabajo (asalariado) o de empleo, pero la categoría de relación salarial hace explícita la dimensión relacional que construye y sostiene el trabajo y creemos relevante esa especificación. El concepto de relación salarial ha sido desarrollado por los teóricos franceses de la Escuela de la Regulación y, en particular, por Boyer (1986, 1995). Según ellos, se refiere al trabajo tal y como es concebido en las sociedades capitalistas y eso supone que es, por encima de todo, un trabajo asalariado y en cuanto tal inseparablemente unido a algún tipo de regulación institucional. En una de sus obras Boyer lo define del siguiente modo: “La relación salarial se define por el conjunto de las condiciones jurídicas e institucionales que regulan el uso del trabajo asalariado como modo de existencia de los trabajadores” (Boyer, 1995: 107). No obstante, el punto que más nos interesa resaltar del planteamiento regulacionista es que con la expresión de relación salarial se refieren al mismo tiempo al trabajo y a la relación social que lo expresa y sustenta. Implica, por otra parte, que los cambios y transformaciones que pueda sufrir ese trabajo y su significado son a la vez, inseparablemente, cambios en la propia relación social que lo mantiene. Los propios teóricos de la regulación tienen muy en cuenta en sus escritos sobre la relación salarial la conexión entre el trabajo asalariado —o mejor, los diversos momentos del trabajo asalariado— y el soporte institucional relacional que lo enmarca; típico de sus escritos es hablar de la relación salarial fordista o posfordista, una denominación de gran éxito en las ciencias sociales. Una prueba —más— de ello es el uso que hace Castel del concepto y la categoría de relación salarial en su obra emblemática de 1995 Métamorphoses de la question sociale (Castel, 1995: 326). Puede parecer que la utilización del concepto de relación salarial como categoría referida al trabajo reduce de un modo inadecuado el contenido sustantivo de la actividad de trabajo ya que, al referirse exclusivamente al trabajo asalariado, dejaría fuera de toda consideración el trabajo no asalariado, como el trabajo por cuenta propia. Sin embargo, como se argumentará en el capítulo correspondiente, esta observación de “sentido común” carece de valor en nuestro caso ya que, desde sus mismos orígenes en el siglo XVIII, y como se ve en el propio Adam Smith, por trabajo se entiende ante todo el trabajo asalariado, al igual que por trabajador sin más especificación se entiende el trabajador asalariado. El concepto de relación salarial tal y como lo hemos definido tiene la peculiaridad de subrayar la dimensión institucional del trabajo asalariado, y en este sentido no hay duda de que se ajusta perfectamente al marco teórico por el que hemos optado. Como se mostrará en esta obra, el ámbito normativo-institucional no agota en modo alguno el significado práctico de la relación salarial, pero sí es el ámbito en el que se sitúa y tiene lugar el debate en torno a su significado y valor en cuanto que parte constituyente del ordenamiento social. El que otorguemos prioridad a la categoría de relación salarial no nos limitará el uso de la categoría de trabajo o de empleo, dando siempre por supuesto que este trabajo y este empleo se realizan en condiciones de asalarización. 

			Como decimos, el objeto en el que se centra la investigación y el análisis de esta obra es el significado y valor de la relación salarial referida, pero hay que precisar que lo que nos interesa no es su significado genérico sino el significado y valor que se le otorga en el momento actual. Si queremos expresarlo en términos más precisos diríamos que lo que nos interesa analizar y comprender es el momento actual del trabajo en tanto que relación salarial. Darse como objeto de análisis el momento actual del trabajo entendido como relación salarial plantea un doble problema. En primer lugar, un problema epistemológico: para poder investigar sobre el momento actual del trabajo hemos de establecer antes que nada qué se entiende por trabajo y no es nada sencillo hacerlo. En mi artículo “Teoría social del trabajo” incluido en la obra de Giner (2001) Teoría sociológica moderna expuse varias de las razones que hacían compleja esta tarea: 

			No es una tarea fácil hacer la teoría social del “trabajo” en la actualidad. Hasta hace no muchos años, pongamos hasta los setenta del siglo pasado, cualquiera que fuera el discurso sobre el trabajo y por diferentes que fueran los planteamientos teóricos de fondo había al menos tres ideas básicas que se compartían al respecto. La primera tenía que ver con el significado del término o concepto: no había duda alguna de que el trabajo del que se hablaba era toda actividad productiva realizada a cambio de una retribución monetaria (de ahí que el trabajo por excelencia fuera el trabajo asalariado); ese significado era tan obvio que ni siquiera era preciso especificarlo. La segunda con su capacidad de estructuración social: el trabajo no era un tipo de actividad social cualquiera sino un tipo de actividad a partir de la cual se estructuraban las sociedades; así las sociedades modernas se definían como so­­ciedades capitalistas o, lo que era lo mismo, sociedades industriales o sociedades de trabajo asalariado. La tercera con la identidad social y colectiva: se consideraba que la cualidad de trabajador (asalariado) constituía una dimensión fundamental en la identidad social de las personas2 y que la clase obrera (o, al menos, “trabajadora”) era un actor social y político de primer plano3 (Prieto, 2003: 401). 

			Hoy en día no es ya tan evidente saber de qué trabajo hablamos cuando hablamos del trabajo: hay que precisarlo (Pahl, 1984; Durán, 1991; Riesco-Sanz, 2020). Como tampoco lo es que el trabajo siga gozando del privilegio de poder definir la forma de estructuración social de las sociedades actuales en general y de las nuestras en particular. Son muchos los autores que definen nuestras sociedades como posmodernas o posindustriales (que es un modo de decir que hemos dejado de ser algo, pero no sabemos muy bien a cambio de qué); otros, como sociedades de la información o del conocimiento. En ninguna de esas designaciones se hace una referencia al trabajo en cuanto tal. Tampoco es nada seguro que el trabajo siga siendo un componente esencial en la definición de la identidad social de los individuos; para muchos, esa identidad pasa antes que nada por el consumo (Bauman, 2000). Y en relación con la clase trabajadora como actor social colectivo, se ha convertido casi en un lugar común hablar de la crisis de los sindicatos, su expresión organizativa más asentada y reconocida (Dubet, 2001). 

			En la nómina de los sociólogos que sostienen la tesis de la pérdida de la centralidad social del trabajo se encuentran, además, algunos de reconocido prestigio intelectual, como Offe (1990), Habermas (1988) o Gorz (1988). Lejos así de la evidencia pasada nos encontramos con un “concepto polimorfo” (Díez Rodríguez, 2001: 12) que no sabemos muy bien cómo utilizar y una realidad que se encuentra a veces “perdida” y otras simplemente oculta (u ocultada) (Castillo, J. J., 1998). Nos hallamos en plena confusión conceptual. Si el Marx de El capital, el Durkheim de La división del trabajo social y el Weber de La ética protestante y el espíritu del capitalismo, los tres padres fundadores de la sociología, levantaran la cabeza, muy probablemente se echarían de inmediato las manos a ella. 

			El problema se convierte en especialmente agudo cuando analizamos el camino y las razones que han llevado al estado actual. Podría pensarse que nos hallamos ante un caso más de un fenómeno relativamente frecuente en la historia de la teoría social, cuando la práctica teórica, llevada por su propia dinámica o como respuesta interpretativa a determinados cambios detectados en la así llamada “realidad social”, produce nuevas teorizaciones sociales o modifica sustancialmente planteamientos anteriores. Ese sería el caso, por ejemplo, de las múltiples, variadas y concurrentes formulaciones que se han ido sucediendo acerca de la “modernidad”. No obstante, “el desorden semántico que rodea el término trabajo” (Santos Ortega, 1995: 36) no procede exclusiva, ni preferentemente, del creciente disenso existente entre sociólogos y pensadores sociales, que existe. Tiene un origen anterior y más complejo. Procede más bien de la peculiaridad semántica de aquellos significantes que son y operan al mismo tiempo, por un lado, como conceptos científicos de la ciencia social y, por otro, como categorías cognitivas comunes referidas a alguno de los componentes que configuran el ordenamiento social o, mejor, un ordenamiento social concreto. La lista de estos significantes es casi inacabable. Para hacernos una idea bastaría con consultar el índice analítico de cualquier obra de introducción a la sociología: en esa lista ocupará siempre un lugar —y no menor— el término “trabajo”. Pero, entre todos, hay que resaltar la “revolución” de significantes y significados que ha supuesto la emergencia del movimiento feminista como uno de los fenómenos social y políticamente más relevantes en las últimas décadas.

			Merece la pena reseñar algunos de los obstáculos epistemológicos a los que debe hacer frente la sociología cuando ha de ocuparse de definir o teorizar acerca de cualquier clase de actividad cuya denominación se mueve al mismo tiempo en el ámbito de los conceptos científicos y en el de las categorías cognitivas “espontáneas”. Señalaremos solamente dos.

			El primero de ellos tiene que ver con el hecho de que el sentido de este tipo de categorías sociales, además de tener una existencia previa a toda aproximación sociológica, va mucho más allá de su carácter estrictamente denominativo: como ya hemos señalado, su carácter denominativo es inseparable de su carácter imperativo; en su caso, facticidad y normatividad, ser y deber ser, van de la mano4. Como, por otro lado, se trata de un ser y un deber ser que forman parte de un ordenamiento social concreto, que es siempre un orden de diferencias con pretensiones de legitimidad, su significado real se hallará marcado permanentemente por la diversidad, el conflicto5 y la contingencia. Es esta cualidad la que permite explicar la accidentada trayectoria de la categoría social “trabajo” o “trabajador” a lo largo de la historia y su “polisemia difícil de abarcar” (Santos Ortega, 1995: 41) pasada y, sobre todo, presente. Cottereau (1994) nos ofrece una lista de 14 significaciones distintas del término trabajo (y, aunque pretende incluir entre ellas tanto las sabias como las espontáneas, cualquier investigador que haya hecho trabajo de campo sabe que no ha incluido todas). ¿Cómo introducir “claridad y distinción” sociológicas en este mundo semántico de polisemia, ambigüedades y confusión? ¿Cómo convertir la abigarrada categoría cognitiva de “trabajo”, llena de significados y valoraciones, en un frío concepto teórico y analítico sin (poder) abandonar el uso del término ya existente? Poder parece que se puede. Y los sociólogos, empezando, como se decía antes, por los “padres fundadores”, lo han intentado y hasta por momentos solemos pretender haberlo logrado. Pero es una tarea sin fin, ya que el significado y el valor de la categoría cognitiva de trabajo, en cuanto que componente relevante del sistema de significados y normas del orden social moderno y que precede y acompaña toda teorización sociológica, no dejan de variar y se han tornado en la actualidad mucho más difusos y complejos de lo que fueron cuando nadie discutía su contenido ni su relevancia societal; en la obra de Riesco-Sanz (2020) sobre las transformaciones del trabajo asalariado queda claro este cambio. 

			El segundo tiene que ver con el fenómeno de la reflexividad. Como bien resaltan todos los teóricos sociales en la actualidad, este uno de los de los rasgos específicos de la ciencia social. De los “tres importantes teoremas” que, según Lamo de Espinosa (1990), Seeley formulaba a este propósito, interesa recordar, para nuestro tema, dos de ellos: 

			1. Teorema de la ciencia social como acción social: todo lo que hace el científico social implica una cierta intervención en los asuntos sociales. 2. Teorema de la interminabilidad: no se puede agotar la descripción de una realidad cuando, por definición, todo lo que se dice de esa realidad forma parte de la misma. […] Es más, a medida que se acumulan descripciones sobre esa realidad, que pasan a formar parte de ella, su descripción y el análisis exige la descripción y el análisis previos; y así, cuanto más se analiza un contexto, más es constituido por los análisis previos. La realidad social es, progresivamente, el resultado, querido o no, de lo que se piensa que es (Lamo de Espinosa, 1990: 164-165). 

			Ahora bien, si este es el modo de operar intrínseco de toda ciencia social, es preciso añadir a continuación que la proyección reflexiva de las aserciones sociológicas sobre el mundo de la realidad social dependen del ámbito al que hagan referencia y de la relevancia social y política del mismo: no tiene el mismo cariz ni el mismo valor esa proyección si la reflexión sociológica se sitúa en el plano de la metateoría que si lo hace en relación con algún ámbito social directamente conectado con la construcción del orden social. Este último es el caso de la actividad que denominamos trabajo y de la clase de individuos que denominamos trabajadores. Cuando teorizamos sociológicamente sobre el trabajo o sobre los trabajadores, lo estamos haciendo sobre un tipo de actividad y un tipo de clasificación de los individuos a partir de los cuales se ha construido el ordenamiento social de las sociedades modernas industrializadas, al menos, hasta los “treinta gloriosos” que siguieron a la Segunda Guerra Mundial (Fourastié, 1979). 

			Como se ve, la peculiaridad —y la especial dificultad— de una teorización social acerca del trabajo tiene que ver con la tensa relación interactiva que se da y no puede menos de darse entre el trabajo (y los trabajadores) como concepto que la ciencia social construye y el trabajo (y los trabajadores) como categoría cognitiva “espontánea” y profana del ordenamiento social moderno. El valor de este argumento tiene un sentido, obviamente, epistemológico (cómo se produce el conocimiento sociológico del trabajo), pero también metodológico (cómo ha de investigarse esa producción). Si lo que está en juego a través de la conceptualización/categorización del trabajo y de los trabajadores es su posición y valor en el ordenamiento social, ha de concluirse que nos hallamos ante un envite (enjeu) de verdadera entidad política cuyo resultado e historia no solo dependerán de y variarán con la producción —“interminable”— de la práctica sociológica, sino también de y con la evolución de las relaciones de conflicto, negociación y consenso entre clases sociales6. Y si es así, lo coherente desde un punto de vista metodológico será una exposición del significado del concepto de trabajo y de trabajador y de sus cambios y metamorfosis en términos de evolución y construcción históricas7. Será nuestra forma de abordarlo. 

			Distinguiremos cinco grandes etapas. La primera será dedicada a la prehistoria del trabajo; es la más larga, variada y compleja. En ella se hará referencia al sentido atribuido a la actividad productiva en las sociedades premodernas; desde las sociedades un tiempo llamadas primitivas hasta las sociedades del Antiguo Régimen. Lo más relevante de esta larga primera etapa y lo que tienen en común es que en ninguna de ellas la actividad productiva adquiere la calidad ni la denominación de “trabajo”; el trabajo como tal no existe, como tampoco la figura de trabajador. En ellas se trabaja, por supuesto, o mejor, se llevan a cabo actividades productivas, pero esta actividad no califica a quienes la realizan. Al contrario de lo que sucede en las sociedades modernas: en estas el trabajo califica a quienes lo realizan y, al hacerlo, son y se convierten en trabajadores. En las sociedades premodernas la actividad productiva viene marcada por el hecho de ser paterfamilias o siervo o esclavo, pero no por el de ser “trabajador” que ninguna clase de miembros de la sociedad lo era.

			La segunda etapa será una de las más cruciales. Los Estados europeos y sus clases dominantes, ante la incapacidad de hacer frente al problema planteado por la amenaza constante, creciente y amenazante de las masas de vagabundos de varios siglos de duración, optarán por dar por caduco el orden social del Antiguo Régimen y transformarlo en un ordenamiento social radicalmente nuevo, el orden social liberal. Uno de los componentes fundamentales de este nuevo orden será, precisamente, el “trabajo”. El trabajo es uno de los inventos sociales cruciales con los que nace la modernidad, convirtiéndolo en una actividad nuclear que hace de sus agentes trabajadores. A partir de entonces (siglo XVIII), nuestras sociedades, también la española, se convertirán en sociedades de trabajo y de trabajadores (Arendt, 1993). Nunca antes había sido así. Pero, al hacerlo, veremos cómo en las sociedades modernas el invento del trabajo no se despliega en la soledad. Va de la mano de otros dos grandes inventos sociales, tan novedosos y únicos en la historia de las sociedades como el propio trabajo: el del individuo (Bilbao, 2007) y el del mercado como entidad social de coordinación social. Trabajo, mercado e individuo son las paredes maestras, entrelazadas, con las que se construye el edificio de la modernidad. Los tres caminan al unísono, inseparadas e inseparables, bajo la conducción del Estado. La constitución de la sociedad como una sociedad de trabajo y de trabajadores debería permitir la superación de la “cuestión social” que tensionaba sin límites las sociedades del Antiguo Régimen y construir sociedades socialmente cohesionadas. Nada de eso sucedió en las sociedades europeas. En poco tiempo, antes de que acabara el siglo XVIII, de la mano de los “trabajadores” convertidos en actores sociales las sociedades liberales deberán hacer frente a una nueva cuestión social, la “cuestión social obrera”. 

			Así se inicia la tercera gran etapa de la metamorfosis del trabajo y de la figura de los trabajadores. El ordenamiento social del Nuevo Régimen (trabajo, mercado, individuo) se implanta. Pero de su implantación surgirá en breve su contestación. Inicialmente, la teórica centralidad otorgada al trabajo y a la figura social del trabajador tendrá un carácter puramente formal. En realidad, el trabajo se realizará en unas condiciones que en nada hacían pensar en ningún tipo de centralidad social. Serán los propios trabajadores quienes asuman la centralidad de su trabajo para reclamar una transformación radical de sus condiciones prácticas y conquistar así una centralidad social real. Sus luchas y sus movilizaciones constantes, fruto de sus organizaciones colectivas, tendrán por objeto la implantación de un nuevo ordenamiento social, la conquista por parte de los trabajadores y sus representantes corporativos de una Gran Transformación social y política cuyos ecos resuenan todavía en el presente (Polanyi, 1989). La historia de esta conquista fue larga. Hubo que criticar radicalmente las bases del ordenamiento liberal para inventar e imponer otras nuevas que serán el fundamento del Estado del bienestar. El inicio de este periodo se sitúa en las últimas décadas del XIX y se prolongará hasta los años setenta del siglo pasado. Lo argumentaremos mostrando cómo se produce esa transformación en el caso español. Una fecha será clave: la de la promulgación de la Ley de Accidentes de Trabajo en el año 1900. En todo caso, la implantación definitiva del nuevo ordenamiento sociolaboral se verá alterada por el periodo de dictadura franquista (1936-1975) que lo impidió. Habrá que esperar a la transición política de finales de los setenta y comienzos de los ochenta para equipararnos normativamente a los países democráticos del centro y norte de Europa y terminar de construir una verdadera “sociedad salarial”. La sociedad salarial implicaba un ordenamiento social en el que se reconocía el trabajo/empleo como una posición central, al igual que a la figura del trabajador (asalariado). El Estatuto de los Trabajadores de 1980 será la expresión de su codificación política.

			En los años ochenta del siglo pasado se inicia el movimiento de la contrarreforma neoliberal. Uno de cuyos aspectos fundamentales consistirá, precisamente, en llevar a cabo la contrarreforma de la regulación del mercado de trabajo. La norma salarial del empleo precedente, que hablaba de estabilidad, seguridad y suficiencia retributiva del trabajo realizado y de protección del trabajador para que pudiera llevar siempre una vida decente. La norma de flexibilidad empresarial del empleo coloca en el centro a la empresa a y las relaciones laborales individuales y carga sobre el propio trabajador toda la responsabilidad de su situación. En España, la construcción de la norma de empleo flexible se inicia ya a mediados de los ochenta y no dejará de asentar su hegemonía hasta, prácticamente, el presente (o al menos, hasta finales de la década de 2010). Así será la cuarta etapa de la metamorfosis de la relación salarial marcada por la crisis de la norma salarial de empleo y la implantación de la norma flexible-empresarial. 

			De etapa en etapa, los momentos precedentes de la metamorfosis de la relación salarial se mueven y giran en torno a una misma problemática: la de la disputa en torno al ordenamiento social del trabajo y del empleo y a la protección de las condiciones de vida de los trabajadores. Nadie parecía dudar de que el significado de ese trabajo y de esos trabajadores se entendía en términos genéricos. Tampoco nadie dudaba de que la disputa en torno a ese trabajo y a la posición y reconocimiento del trabajador tenía como marco el espacio de la producción. Así lo veían, sin dudarlo, tanto los representantes corporativos del capital ni los de los propios trabajadores, sus organizaciones sindicales. Hasta que el movimiento feminista, que se hizo fuerte entre los años ochenta y noventa, terminara por cuestionar radicalmente ese planteamiento y obligara a reformular todos los supuestos genéricos y “productivos” del modelo anterior. El trabajo tal y como era concebido y se hallaba regulado no era un trabajo genérico y neutro, sino un trabajo de y para hombres; la norma era la masculina. Las mujeres habían quedado fuera de la normalidad laboral y, en consecuencia, discriminadas. Por otra parte, el trabajo realizado en el espacio social del mercado es inconcebible sin el “trabajo reproductivo”. La configuración social del empleo se hallaba constituida sobre la base de una clara asimetría de género, al igual que la organización de responsabilidades y tareas y cargas en el espacio de la familia. La conexión entre las diferentes posiciones sociales de hombres y mujeres en el espacio productivo, por un lado, y reproductivo/familiar, por otro, es evidente. La cuestión de la igualdad atraviesa por igual los dos espacios. Mucho se ha avanzado en España hacia la igualdad de género, pero queda otro tanto por recorrer. Será el tema que tratará y desarrollará el capítulo 6, pero no forma una nueva etapa en la evolución de la relación salarial española en sentido estricto. Porque de lo que se trata es de un cambio transversal que cuestiona todas las dimensiones establecidas de la norma social del empleo, para reclamar un ordenamiento social que incluya la igualdad de género.

			El capítulo final tendrá un doble objetivo. Por un lado, abordará una reflexión sintética del trabajo de investigación expuesto. Por otro, ofrecerá un modelo de análisis de la configuración social del empleo en un momento dado consistente en una propuesta concreta para el análisis empírico del mismo. Una propuesta que hemos desarrollado anteriormente bajo la denominación de Régimen Social de Empleo. 
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			No puedo ni debo terminar esta introducción sin dedicar unas líneas a expresar los agradecimientos que debo a algunas personas sin las cuales esta investigación no habría llegado a su final. Son muchas y es muy probable que me deje más de una en un olvido inmerecido; desde ya mismo pido mis disculpas. Entre la gente más próxima tengo que destacar a dos. Primero, ¡cómo no!, a Sofía Pérez de Guzmán, la persona que me viene dando desde hace muchos años todo el calor y aliento que necesito para investigar, escribir o, simplemente y mucho más importante, para vivir. A continuación, a Amparo Serrano, amiga y compañera, que ha tenido la paciencia de leer los originales de todos los capítulos de esta obra, criticarlos y sugerirme cambios para hacerlos más sólidos y rigurosos; si todavía hay fallos y carencias no es por su culpa. Tras Sofía y Amparo, la lista de personas que han servido de apoyo a lo largo de los muchos años que he dedicado a esta investigación es muy extensa. Quisiera otorgar un lugar de privilegio a tres de ellas, las tres fallecidas en los últimos años en la flor de su edad (todos nuestros amigos que fallecen lo hacen en la flor de su edad, tengan la edad que tengan). Andrés Bilbao, Margaret Maruani y Fausto Miguélez. Tres grandísimos e inolvidables amigos e investigadores con quienes compartí innumerables días y horas de intercambio de ideas y afectos. A continuación, quisiera recordar al grupo de compañeros y amigos de la Facultad de Ciencias Políticas y Sociología de la Universidad Complutense más próximos, que, durante muchos años, hicieron posible una convivencia académica llena de luces y de calor. Como Margarita, Concha, Ramón, Fernando, Javier, Tebelia… Ellos saben perfectamente quienes son. Más allá de nuestras fronteras, no quiero olvidarme de Mateo Alaluf (Bélgica) ni de Paul Bouffartigue (Francia); algunas de sus ideas, fruto de múltiples encuentros, están presentes en las páginas que siguen. Y, finalmente, quisiera expresar mis agradecimientos a los cientos (o miles) de estudiantes de sociología de la Universidad Complutense con quienes intenté compartir mis ideas sobre las transformaciones de la relación salarial en las sociedades modernas; ya se sabe, enseñando quien más aprende es el propio profesor. Podría y debería prologar mucho más esta lista, pero siempre pecaré de cometer más de un olvido imperdonable. Así que no sigo. 




			El Puerto de Santa María y Madrid, marzo-abril de 2023





			

			1. ARQUEOLOGÍA DEL ‘TRABAJO’: ENTRE LA INEXISTENCIA, 
LA MARGINALIDAD Y EL DESPRECIO

			El empleo, se decía antes en una primera y provisional definición, es el trabajo económicamente remunerado y, a la vez, realizado en condiciones cuyo sentido parece situarse en el ámbito de lo que se considera justo. Es este plus que añade al puro trabajo el que nos llevaba a considerarle una norma social. El plus de normatividad que define y diferencia al empleo no es nada abstracto y en su momento tendremos que precisar sus dimensiones exactas. Pero, antes de emprender esa tarea, conviene llevar a cabo una anterior: la de desentrañar el significado del “trabajo remunerado” que está en la base del empleo. Conviene y hasta puede considerarse necesario ya que solo si sabemos qué es y qué significa aquel “trabajo” será posible entender las razones por las que, como se intentará mostrar en capítulos siguientes, llegará a convertirse en la cuestión socialmente central más debatida y disputada entre las clases sociales durante casi un siglo, la cuestión social de cuya solución resultará su normativización en forma, precisamente, de empleo. 

			La historia del significado y del contenido de la actividad laboral que en las sociedades modernas se denomina “trabajo” es muy peculiar. Para hacerlo explícito, basta con pensar en el contraste que se da entre su significado en el presente moderno y contemporáneo, en el que cuando se habla del trabajo todo el mundo sabe (o, al menos, lo sabía hasta hace muy poco) a qué nos referimos con ese término, y el caso de las comunidades llamadas primitivas en las que ninguna actividad productiva recibía la denominación de trabajo ni calificación alguna; o el que existe entre el reconocimiento social y político que se le otorga en ese presente y el menosprecio que acarreaba en las sociedades precedentes (recordemos que el término “trabajo” procede del de tripalium, un instrumento medieval de tortura). 

			La emergencia de la categoría cognitiva de trabajo y de la realidad social que designa, unida inseparablemente al papel central que se le otorga en la modernidad, no se produce en la soledad. La invención del trabajo y de su centralidad son una pieza incrustada en la institución —también emergente— que más va a marcar el sentido y el desarrollo de las sociedades modernas y contemporáneas: la implantación del mercado en cuanto que gran instancia social de coordinación y vinculación económica y social. Si no es posible deslindar el trabajo del mercado en el momento de su emergencia histórica —que es el tema al que dedicamos este capítulo del libro—, ni el mercado del trabajo, no podremos ceñirnos a tratar exclusivamente de este último. Habrá que hablar también del mercado. Y, más allá del trabajo y del mercado, será preciso que tengamos en consideración el tercer pilar sobre el que se asentará el orden social de la modernidad y sin el cual no es posible entender el conjunto de la trama. Este tercer pilar consiste en el tipo de sujeto que, además de distinguirse por sus rasgos específicos, es el agente que se moviliza en el mercado mediante el trabajo, el individuo; o mejor, la persona humana entendida como individuo. La economía de mercado y la idea de entender a las personas como individuos son tan nuevos y desconocidos en la historia de las sociedades como el trabajo. En el próximo capítulo mostraremos como emergen y cómo lo hacen de un modo articulado; en este intentaremos hacer ver que nunca antes existieron, ni por separado y, todavía menos, en conjunto. 

			1.1. La arqueología del trabajo

			No viene a cuento reproducir aquí de forma minuciosa el relato de la larga historia —o mejor, prehistoria— de lo que se entiende por trabajo (y, tras él, del mercado y de la persona humana entendida como individuo). Es una historia que, desde perspectivas distintas, han expuesto ya algunos historiadores8. Merece la pena recordar sus principales hitos para poder así llegar a entender lo radicalmente novedosas que son en ese punto las sociedades modernas.

			En las sociedades llamadas primitivas la categoría sociocognitiva de trabajo ni siquiera existe. Es lo que sostiene Panoff, citado por Chamoux (1998: 18), sobre una comunidad melanesia de Oceanía y que parece que puede sostenerse, aunque sea con matices diversos, de todas esas sociedades: “No existe (en ella) noción de ‘trabajo’ en cuanto tal, como tampoco existe un término específico para aislar las ‘actividades productivas’ de los demás comportamientos humanos. No puede esperarse, por lo tanto, descubrir ni celebración ni desprecio del trabajo”. Esto no quiere decir, obviamente, que no se den en ellas actividades laborales ni de intercambio de bienes —es obvio que ninguna sociedad puede reproducirse sin producir—, pero no son actividades con entidad social propia ni definen por ellas mismas ninguna posición social. Lo que sucede es que esas actividades laborales se hallan “embebidas” (Polanyi, 1989) en —y determinadas por— otras clasificaciones/posiciones sociales que señalan el lugar ocupado por cada persona en la trama de relaciones parentales y en la comunidad. El antropólogo Sahlins lo resume con las siguientes palabras:

			Un hombre labora, produce en su aptitud como persona social, como esposo y padre, hermano y camarada de linaje, miembro de un clan, de un pueblo. El trabajo no se practica separadamente de esas existencias como si fuera una existencia diferente. “Trabajador” no es de por sí una condición social, ni “trabajo” una auténtica categoría de economía tribal. […] Trabajo es una expresión de relaciones preexistentes de parentesco y comunidad, el ejercicio de estas relaciones (Sahlins, 1972: 127). 

			La inexistencia del “trabajo” en ciertas sociedades no debería tomarse como una cuestión irrelevante que expliquemos por el “exotismo” de las mismas. La singularidad de esas sociedades nos coloca frente a “lo otro” mucho mejor que otras que nos son más próximas culturalmente9. Y nada mejor que “lo otro” para entender el significado de “lo mismo”. La evidente inexistencia del “trabajo” en ciertos ordenamientos sociales es el mejor argumento no solo para romper con cualquier explicación naturalista o universal del “trabajo” como fenómeno social, sino también para hacer casi materialmente visible la conexión entre “realidad social” y la representación mental colectiva de la misma10. 

			En sociedades más próximas a nosotros, desde el punto de vista de su organización social y de su cultura, hacen su aparición categorías cognitivas que nos remiten a nuestro “trabajo”, pero en modo alguno le son asimilables ni por su significado ni por su valoración. Es el caso de la Grecia y Roma clásicas y de nuestra Edad Media y Moderna. 

			En relación con el mundo griego, el filósofo francés Vernant (1965), uno de sus mejores conocedores, sostiene que “(es) imposible encontrar en los griegos una noción única correspondiente a nuestra idea de ‘trabajo’ en general. Un término designa el esfuerzo, la actividad penosa; una familia de términos permite nombrar las tareas; otro vocablo se aplica al saber especializado […] Se tiene la sensación de una noción de trabajo bien en piezas separadas bien inexistente. El ‘trabajo’ aparece como una realidad ‘impensable’” (citado en Chamoux, 1998: 18). No otra cosa afirma al respecto la filósofa francesa Méda: “El trabajo, comprendido como noción unívoca englobadora de los diferentes oficios o de los diferentes ‘productores’ no existe. […] En modo alguno el trabajo es el fundamento del vínculo social. […] En Grecia encontramos oficios, actividades, tareas; buscaríamos en vano el trabajo” (Méda, 1995: 39). Aun así, es evidente que ese trabajo innombrado o nombrado de mil maneras de ninguna manera era una actividad que realizaran quienes se consideraban ciudadanos libres. Si algún grupo social lo realizaba era el de los esclavos, pero en ellos el “trabajo” no tenía entidad en sí misma, era una carga inserta en su condición social.

			Para los griegos “trabajar” y ser ciudadano ocupado en los intereses de la polis (y gozar así de una existencia social plenamente reconocida) eran incompatibles. De ahí que en su ordenamiento social se separaran netamente ambas actividades hasta el extremo de atribuirlas a grupos sociales con posiciones sociales claramente establecidas y diferenciadas: a los ciudadanos libres la polis, a los esclavos (de estos) la actividad de producir bienes materiales, el “trabajo”. Los griegos, escribe Arendt, 

			Creían que era necesario poseer esclavos debido a la servil naturaleza de todas las ocupaciones útiles para el mantenimiento de la vida. Precisamente sobre esta base se defendía y justificaba la institución de la esclavitud. Laborar significaba estar esclavizado por la necesidad, esta servidumbre era inherente a las condiciones de la vida humana. Debido a que los hombres estaban dominados por las necesidades de la vida, solo podían ganar su libertad mediante la dominación de esos (los esclavos) a quienes sujetaban a la necesidad por la fuerza (Arendt, 1993: 100). 

			En todo caso, por más que fueran las categorías sociales de siervos o esclavos aquellas que se ocuparan de la actividad laboral (de “trabajar”) en la sociedad, en modo alguno se integraban en ella por el hecho de hacerlo. Si “trabajaban” es porque eran esclavos o siervos; y no al revés. 

			En el mundo romano clásico el ideal de vida era el de, en expresión ciceroniana, otium cum dignitate. Su posición frente a la actividad laboral de trabajo era el “desprecio” y frente a los diversos tipos de trabajadores el “desdén”. El “desdén hacia la sociedad ‘laboral’ arrancaba del desprecio hacia el trabajo en sí mismo, tanto de carácter manual como intelectual o artístico, y más particularmente hacia el trabajo a cambio de un salario” (Rodríguez Neila, 1996: 11). Así pues, según este historiador, por un lado, la actividad de trabajo es “despreciada” y, por otro, la actitud hacia aquellos que la realizan, la “sociedad laboral”, es de “desdén”. Y era el desdén hacia la sociedad laboral (esclavos, libertos, extranjeros) el que marca la pauta del desprecio hacia su actividad productiva. “Todos los oficios tanto el de amanuense como el de carpintero, son ‘sórdidos’, inapropiados para un ciudadano completo […] Aún hay una (última) […] categoría en la que se remuneran el esfuerzo y la fatiga (las operae diferenciadas del opus, la mera actividad diferenciada del trabajo), y en estos casos ‘el propio salario es señal de esclavitud’” (Arendt, 1993: 105-106).

			No obstante, si ese desdén hacia la sociedad laboral y el menosprecio hacia su trabajo es generalizado, no todas las clases cuya actividad es entendible como “trabajo” (ni todos sus trabajos) lo son en igual grado. Algunas clases de trabajadores y sus trabajos se libran del menosprecio generalizado, constituyéndose así una especie de jerarquía de clases y de trabajos. El criterio en que se basa su clasificación es, según señala Arendt, “fundamentalmente político”. Se libran del desdén las ocupaciones “liberales”, es decir, “aquellas ocupaciones que requieren prudentia, capacidad para el juicio prudente, que es la virtud de los estadistas, y las profesiones de utilidad pública […], tales como la arquitectura, la medicina y la agricultura11”(Arendt, 1993: 105). El carácter político de la jerarquización se veía confirmado por el procedimiento instituido para separar estas ocupaciones de las demás. Este procedimiento se llevaba a cabo —esclavos, extranjeros y asalariados puros aparte— a través de la organización de ciertos oficios artesanales en collegia. Cada collegium “estaba organizado […] con su lex fundacional, su album de miembros, sus magistrados, su caja (arca), abastecida por las cuotas de los asociados, su sede (schola), etc”. Y, como prueba de que no se trataba de organizaciones o asociaciones privadas sin más, sino que formaban parte del orden instituido, “para crearse un colegio era necesaria la autorización imperial” (Rodríguez Neila, 1996: 23-24). Es integrándose en ellos, escribe este mismo historiador, “(como) el trabajador adquiría la consideración social de que carecía como individuo aislado”. Con lo cual parece que puede colegirse que no son las cualidades internas de ciertos trabajos y “trabajadores” lo que les salva de la desconsideración máxima, sino el hecho de pertenecer a un cuerpo organizado y públicamente reconocido, es decir, a la norma establecida y en la que se integra. 

			La sociedad estamental del Antiguo Régimen va a terminar por establecer una clasificación de trabajos y trabajadores cuyo principio de constitución no es muy diferente del que acaba de señalarse. La sociedad estamental del Antiguo Régimen es en su origen una sociedad jerarquizada en tres “órdenes”: los oratores, los bellatores y los laborantes. En esta clasificación, a cada clase social corresponde una actividad que ni por su contenido ni por su designación puede confundirse con la de las demás. Los oratores (clérigos) tienen como actividad distintiva el cuidado de la salvación de las almas mediante la oración y el consejo, actividades que en modo alguno llega a ser considerada trabajo. Los bellatoreso guerreros eran la nobleza, cuya función era la protección física, la defensa de todos ante las agresiones e injusticias; al igual que sucede con los oratores, hagan lo que hagan cumpliendo su función, en ningún caso “trabajan”. En esa jerarquía tanto los laborantes como su actividad, el trabajo, ocupan el lugar inferior. El trabajo es así una actividad “vil” y quienes lo realizan “personas viles”. Todavía en el siglo XVII Loyseau en su Tratado de los órdenes y simples dignidades refiriéndose a los oficios escribe: “Los artesanos, o gente de los oficios, son aquellos que ejercen las artes mecánicas y, de hecho, denominamos habitualmente mecánico a aquello que es vil y abyecto. Los artesanos, al ser expresamente mecánicos, son considerados personas viles” (citado por Castel, 1995: 129). Esta desconsideración de partida del trabajo artesano se hallaba presente en todas las sociedades europeas de la Edad Media y Moderna (entendidas según la denominación que siguen utilizando los historiadores). En la Castilla de Fernando III un artesano no podía ser juez porque era un “ome vil” y, como señala Monsalvo Antón (1996: 118), “no era visto como vil solo el oficio, sino el ome que lo desempeñaba”. Este menosprecio del trabajo artesanal llegaba en Castilla a tal extremo que cuando un artesano “alcanzaba el rango de ‘caballero villano (de la villa)’ se (le) exigía la renuncia a la ligazón formal con el mundo de los oficios” (Monsalvo Antón, 1996: 121). Por debajo de la actividad artesanal y de los omes que la realizaban había aún en plena Edad Media un escalón social inferior, el último: formaban parte de él todos los trabajos y “oficios” del “populacho” (aguadores, esportilleros, buhoneros, regatones12) y, en general, los trabajos de todas aquellas personas que “sin oficio ni beneficio” pululaban en los márgenes de las sociedades urbanas europeas y se veían obligadas a trabajar temporalmente y en lo que fuera para otros a cambio de un “vil salario”. 

			Esa jerarquización social empezará a verse modificada en la Edad Moderna. Una parte de los trabajos y de los trabajadores manuales lograrán escapar de los últimos peldaños de la clasificación social para ascender a un nivel superior, aunque nunca como el de los bellatores y oratores. Esta operación de reclasificación social no fue nada fácil, puesto que no lo era llegar a otorgar cierta dignidad y reconocimiento sociales a unas actividades y a unos miembros de la sociedad que en principio carecían de ellos. Castel (1995: 129) plantea la cuestión del siguiente modo: “¿En qué condiciones el trabajo puede ser convertido en un ‘estado”’ (en un orden social clasificado y ordenado precisamente en términos de ‘estados’)?” Y su respuesta es esta: “La cuestión de tener o no un ‘estado’ va a plantearse en el seno mismo del tercer estado. Más concretamente: la división se opera en el seno de los trabajadores manuales. Ciertas actividades manuales, aquellas que constituyen ‘los oficios’, corresponden a ‘estados’ y las demás a nada en absoluto” (Castel, 1995: 130). No obstante —y este punto es quizás el más importante—, no se trata de cualquier clase de oficios, sino solo de aquellos oficios constituidos según ciertas reglas y reconocidos como tales por la autoridad real o municipal. De este modo, 

			Para la tradición corporatista en su conjunto, un trabajo […] puede encontrar un lugar, subordinado pero legítimo, en el sistema de dignidades sociales. Pero es con la condición expresa de que obedezca a reglamentaciones estrictas, aquellas que se dan en el idioma corporatista. Este tiene una función esencial de colocación y clasificación. Arranca al trabajo de su insignificancia, de la inexistencia social que su suerte si permanece siendo una actividad privada ejercida por hombres sin cualidades. El oficio es una actividad social dotada de utilidad colectiva. Gracias a él, y solo gracias a él, ciertos trabajos manuales pueden verse librados de su indignidad natural (Castel, 1995: 131). 

			En el seno de la clase de los laboratores, sus miembros no eran distinguidos ni nombrados como trabajadores sino como pertenecientes a un gremio u oficio (tejedor, zapatero, albañil…) y dentro de este a su posición jerárquica (maestro, oficial, aprendiz) (De Felipe Redondo, 2012: 36-48). Según este autor, en España el término de “trabajador” como forma de designar a quienes realizaban una actividad laboral no se popularizó hasta comienzos del siglo XIX (2012: 37).

			No es, por lo tanto, el simple hecho de tener ciertos conocimientos y habilidades profesionales lo que salva a ciertos trabajos y operarios manuales de ocupar el último lugar en el ordenamiento social, sino el de formar parte de cuerpos sociales reglamentados internamente y reconocidos como tales en el orden público y político13: los gremios. El trabajo manual de los oficios no se salva así por sí solo, es salvado por la norma, por la regulación pública14; se trata así, lo mismo que en el caso de los romanos, de una operación política. Y esto afecta tanto a la clase de actividad como a la clase de las personas que la realizan. De ahí que los requisitos para ser admitidos en ellos fueran estrictos. En el caso, por ejemplo, de los gremios del Valladolid de los siglos XVII y XVIII:

			En la entrada al cuerpo primaba la defensa del honor menestral. En aquella época era muy importante la diferenciación entre los trabajos mecánicos viles y honrados y la cuestión de la limpieza de sangre. La selección comenzaba con averiguaciones sobre “buenas costumbres” y la común reputación de “hombre de honrado nacimiento y buena crianza”: eran habituales las comprobaciones sobre la “conducta pública y privada de los aspirantes” (García Fernández, 1996: 208). 

			Entendido de este modo, “el oficio trazaba la línea de división entre los incluidos y los excluidos de un sistema social. Por debajo se halla el caos, la indignidad total de la gente del ‘estado vil’, ‘el populacho’ (son palabras de Voltaire) que no tiene más que sus brazos para vivir” (Castel, 1995: 131 y 132).

			En todos los órdenes sociales que acabamos de ver la clase de actividad laboral (asimilable al trabajo de las sociedades modernas) y la clase de miembros que la realizan (asimilables a los “trabajadores” modernos) ocupan posiciones de segundo o de último orden (y eso en las sociedades en las que se reconoce su existencia). Esta relegación en la escala social es correlativa a la posición social ocupada en el otro extremo por la clase de actividades y las clases de individuos consideradas superiores. En ningún caso esas actividades (política, guerrera, religiosa, administrativa o de pensamiento) serán definidas como “trabajo”, lo mismo que en ningún caso quienes las realizan son denominados “trabajadores”. Todo ello muestra cómo la inserción del “trabajo” en las sociedades premodernas tienen un sentido político en la medida en que dicho significado depende del lugar subordinado que ocupa en los ordenamientos sociales en que se hallan insertos. Este sentido político se hace especialmente visible cuando algunos grupos sociales constituidos a partir de las actividades laborales que realizan logran conquistar un reconocimiento social por encima de su posición de origen15. Su evolución posterior no hará más que confirmar esta tesis. 

			1.2. La arqueología del mercado

			Acabamos de hacer el relato de los rasgos que caracterizan a la historia del “trabajo”: esa historia habla, como se ha visto, de “inexistencia” (en el caso de las sociedades tribales) o de “menosprecio” (en el conjunto de las sociedades premodernas). Algo parecido puede decirse de la actividad de mercado. O no existió o solo existió contenida en los márgenes de la sociedad y valorada generalmente con menosprecio (al igual que lo eran quienes la llevaban a cabo). Tampoco vamos a detenernos en hacer la larga —y nada fácil de abordar — historia del mercado, pero sí creemos conveniente hacer visible su sentido exponiendo el modo en que las acciones de mercado eran bien negadas radicalmente bien integradas/contenidas en los márgenes de la sociedad. 

			La investigación acerca de una posible presencia de actividades de mercado a lo largo de la historia requiere que previamente nos demos una mínima definición de qué se entiende por mercado o acción (o actividad) de mercado. Más abajo se ampliará este punto. Ahora nos limitaremos a resaltar algunos de sus rasgos básicos. Como Weber es quizás el sociólogo y pensador que mejor los ha descrito, recurriremos a él. Lo haremos, además, reproduciendo sus propias palabras, que son precisas y altamente elocuentes: 

			La comunidad de mercado, en cuanto tal, es la relación práctica de la vida más impersonal en la que los hombres pueden entrar. […] (La relación de mercado se halla) orientada exclusivamente por el interés en los bienes de cambio. Cuando el mercado se abandona a su propia legalidad, no repara más que en la cosa, no en la persona, no conoce ninguna obligación de fraternidad ni de piedad […] Todas ellas son obstáculos para el libre desarrollo de la mera comunidad de mercado y los intereses específicos del mercado (Weber, 1977: 494). 

			Así puede definirse y entenderse la acción de mercado. Nos hallaremos, sin embargo, con un sistema de mercado (o una economía de mercado) cuando el conjunto de los procesos de producción, circulación y distribución de bienes en una sociedad se hallen regulados por las pautas de acción que acaban de señalarse. En este caso, la peculiaridad más sobresaliente del mismo será, como muy bien señala Polanyi (1989), su autorregulación. 

			Todas las sociedades o comunidades premodernas han conocido el intercambio de bienes bajo formas diversas de institucionalización. Esa diversidad tiene, sin embargo, siempre una característica común: los intercambios tienen lugar sobre la base de entramados de relaciones sociales estrictamente ajenos a la “comunidad de mercado” y, en consecuencia, a cualquier forma de autorregulación. Son unos intercambios que se hallan “incrustados” en instituciones y relaciones sociales cuyo sentido y significado se sitúa más allá de lo estrictamente económico16. Cuando en este contexto global hace su presencia alguna operación o actividad de intercambio de carácter mercantil, las propias sociedades se dotan de los medios y procedimientos adecuados para contenerla en los márgenes de su ordenamiento social; una marginación que se concreta, además, en la marginación social de quienes la realizaban (mercaderes, comerciantes) y en el hecho de que esos agentes eran habitualmente individuos pertenecientes a grupos sociales minoritarios y extraños a la comunidad como tal. 

			Un ejemplo claro de sociedades en cuyo seno la actividad de mercado carece de presencia es el de las comunidades tribales. Su forma de producir, de distribuir y de intercambiar bienes es lo más opuesto que pueda imaginarse a toda relación de mercado. El capítulo que Sahlins (1972), por su parte, dedica en su obra a la “Economía tribal” arranca de este modo: 

			Aun cuando centrado en la “economía”, el presente capítulo se ocupa de las familias tanto como de la producción; donde habla de intercambio tiene en la mente el parentesco, y cuando trata de consumo se preocupa de los jefes. Lleva implícito algo más que la simple idea de que la economía está relacionada funcionalmente con las combinaciones sociales y políticas de las sociedades tribales. La economía no puede separarse de estas combinaciones; está organizada por instituciones exactamente tan generalizadas como las familias o los linajes (Sahlins, 1972: 119). 

			Una economía, por lo tanto, completamente alejada en sus movimientos internos a cualquier relación de mercado. 
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							Fuente: Elaboración propia a partir del cap. III de La Política de Aristóteles. Ya publicado en Prieto (1996).

						
					

				
			

			


En la Grecia clásica la relación con la actividad de mercado es distinta. En la sociedad griega nos encontramos con que dicha actividad forma parte de las actividades normales, pero su normalización consiste, como se apuntaba unas líneas antes, en mantenerla contenida en los márgenes de la sociedad. Así se entiende que solo pudiera ser realizada por individuos ajenos a la comunidad (los extranjeros). En lo que respecta a la valoración negativa de la actividad de mercado, el autor que la expone probablemente con más contundencia es el propio Aristóteles. Unas excelentes páginas del capítulo III del Libro Primero de su Política acerca de los “modos de adquirir” y que resumimos en el cuadro 1.1 nos lo hace ver17. Según Aristóteles son dos los “modos de adquirir” en la Grecia de su tiempo: el de la “adquisición doméstica”, que era el predominante, y el de la “adquisición comercial”, minoritario; sus rasgos y valoración que merecen son profundamente diversos. Frente a la “adquisición doméstica”, que es una forma de adquirir natural y moral, la “comercial”, cuyo objeto es la “acumulación de dinero”, es “artificial” e “inmoral”. 

			El menosprecio de la actividad comercial era homólogo al que se prestaba a quienes la llevaban a cabo, tan “extraños” a la comunidad ateniense que habitualmente sus responsables eran los “extranjeros”, designados despectivamente como “metecos”18. Polanyi (1994: 166-167) los describe del siguiente modo:

			El tipo meteco es un residente extranjero. Puede provenir de una población flotante de personas desplazadas de su territorio […]. Su ocupación era la de pequeño comerciante, patrón de un pequeño barco, que podía actuar como cambista o prestamista con un puesto en el mercado. Los metecos de Atenas, originalmente una población portuaria, eran a veces artesanos, pero la mayoría se dedicaba al comercio y trataban de ganarse la vida con los beneficios que obtenían de la compra y venta de mercancías. Aparte de ser patrones y comerciantes, los metecos tenían también mano como “banqueros”, ocupación mezquina (sic) que consistía en comprobar y cambiar las monedas tras un banquillo en la plaza del mercado. Su comisión como cambistas estaba regulada por la autoridad pública; como comerciantes de grano, estaban sometidos a una estricta vigilancia […] En general el meteco era libre de satisfacer su deseo de ganancia, un motivo que era considerado propio de su baja condición social.

			La integración por la marginación y el menosprecio de la actividad netamente mercantil y de sus agentes se reproducirá en el occidente cristiano a lo largo de toda su historia premoderna. Braudel nos recuerda cómo todavía en los siglos XVI y XVII europeos —y aún más allá— la figura de quienes condensan y representan la esencia de la acción de mercado, la del comerciante y del mercader, es “odiada” y “detestada” (Braudel, 1979b: 33). Weber, por su parte, se refiere a la consideración de los vendedores ambulantes en los siguientes términos: “como extranjero(s), era(n) privado(s) de derechos y era(n) objeto de un terror supersticioso y, a pesar del odio y siendo imposible prescindir de él, gozaba de la protección de los dioses, un poco como esas serpientes venenosas que se adoraban en el antiguo oriente” (Citado en Ferrarese, 1992: 197). Todavía a finales del XVIII y en Inglaterra una parte importante de la población consideraba a “todos los comerciantes […] (como) un grupo de hombres viles y perniciosos” (Thompson, 1995: 237).

			Si esa asimilación por la condena afecta a vendedores y comerciantes, esta forma de “integración social” aparece de un modo extremo, “ideal-típico”, cuando la actividad realizada consiste en operar comercialmente con el “bien comercial” por excelencia: el dinero. Pecunia pecuniam non parit, sostenía la moral eclesiástica medieval. De ahí que ningún miembro de la comunidad pudiera prestar dinero con “usura”, ya que la usura consiste precisamente en hacer “parir” al dinero. Solo les estaría permitido operar de este modo a individuos ajenos a la misma. Ese será el papel que les tocará jugar en el Occidente cristiano a la “detestada minoría judía”. Y será el que jueguen efectivamente. Ellos serán las “serpientes venenosas” por excelencia. Subrayemos, no obstante, para comprender todo el fondo de esta lógica social, que el comportamiento prestamista de los judíos solo se dirigía a la mayoría cristiana, a sus “otros”. Tampoco ellos podían prestar dinero ni prestaban a los “suyos”. Se lo prohibía su Ley sagrada: “No exijas de tus hermanos interés alguno, ni por dinero, ni por víveres, ni por nada de lo que con usura se presta. Puedes exigírselo al extranjero, pero no a tu hermano para que Yahvé, tu Dios, te bendiga en todas tus empresas” (Deuteronomio, 23: 19-20). 

			La forma de intercambio más habitual en los largos siglos que se suceden desde la Edad Media hasta la Moderna tiene lugar a través de y en mercados locales. No obstante, aunque fueran instituciones creadas para el intercambio de bienes mediado por algún tipo de moneda, su funcionamiento y su lógica institucionales son muy distintas a las de un sistema o una acción de mercado. No se trataba de mercados libremente constituidos en los que los precios de los artículos resultaran de la relación entre una determinada oferta y una determinada demanda (autorregulación). Se trataba, muy al contrario, de mercados locales regulados y controlados por las autoridades políticas. En ellos, todos los intercambios se hallaban mediados por el dinero y en esto se asemejan al intercambio mercantil puro. Sin embargo, en la medida en que los bienes intercambiados eran bienes destinados a satisfacer las necesidades básicas de la población y precisamente por ello, esos mercados estaban siempre sujetos a un fuerte control por parte de las autoridades públicas. No eran, por lo tanto, mercados autorregulados sino heterorregulados. No tenían lugar en cualquier punto sino en un espacio público donde todos los intercambios eran visibles (y, por lo tanto, controlables). Ni funcionaban permanentemente: eran aquellas autoridades las que marcaban tanto los días como los lugares. Pero, sobre todo, los precios no eran “libres”: estaban sujetos a una intensa vigilancia. Y eran fijados teniendo muy en cuenta el criterio de la “justicia”. Nos hallamos así con un tipo de intercambio cuyas reglas de funcionamiento tienen una procedencia externa. El historiador francés Braudel se refiere a ellos en los siguientes términos:

			Esos mercados elementales entre campo y ciudad, por su número y su infatigable repetición, representan la parte más relevante de todos los intercambios conocidos […]. Al mismo tiempo, las autoridades urbanas tuvieron siempre bajo control su organización y su vigilancia: para ellas era una cuestión vital. Son así las autoridades próximas, dispuestas a actuar con severidad, a reglamentar y que vigilan de muy cerca los precios. En Sicilia, si un vendedor exige un precio superior en un solo “grano” a la tarifa fijada, puede ser condenado perfectamente ¡a las galeras! Así sucedió en Palermo el 2 de julio de 1611. En Chateaudun, los panaderos cogidos en falta por una tercera vez son “arrojados sin contemplaciones desde lo alto de una carreta atados como si fueran salchichones”. Esta práctica remonta a 1417, cuando Carlos de Orleans otorgó a sus regidores el derecho de visitar a los panaderos (Braudel, 1979b: 16; el subrayado es nuestro).

			De un modo más concreto y próximo a nosotros, observamos un fenómeno semejante en el caso de la pequeña ciudad vasca de Deba en los siglos XIV y XV. El autor del párrafo que reproducimos a continuación se refiere solo a la actividad “económica” de la cofradía de pescadores, pero la lógica institucional de control público del movimiento de “mercancías” es la misma que la anterior.

			Un tercer y último aspecto que queremos destacar (escribe) en el estudio de la cofradía de Deba de 1448 es la escasez de competencias de que disfrutaba esta institución. Las amplias atribuciones de los concejos en materia de abastecimientos, control de los precios y los salarios, la imposición de puntos únicos de venta y prioridades en la compra de los productos, el control de los pesos y medidas, la existencia de oficiales concejiles específicos para el control del mercado local, hicieron que, una vez los productos obtenidos de la mar, fuera la villa, y no los propios productores, la que controlase la redistribución y la venta de las mercancías (Tena García, 1996: 146; el subrayado es nuestro). 

			La regulación de estos mercados —y, en todo caso, la de la comercialización de los bienes de primera necesidad— se mantuvo en las naciones europeas hasta muy entrado el siglo XVIII19. Thompson (1995: 222) nos habla de la regulación del mercado del trigo en la Inglaterra de ese siglo. El mismo autor describe también cómo, cuando hay vendedores que se saltan algunas de estas reglas, la “multitud” puede terminar protestando en forma de motines para exigir el cumplimiento de la norma, expresando así su “economía moral”20. En esos mercados, “centro natural de la vida social” (Braudel, 1979b: 16), el dinero no cumplía más función que ser instrumento de medida y de intercambio. Este significado del dinero se inscribía en una lógica cambiaria, ya señalada por Marx, en la que lo que contaba por encima de todo era el valor de uso de los bienes intercambiados definido por la propia comunidad a través de sus gestores: Mercancía-Dinero-Mercancía. La inversión de este orden por otro en el que el dinero pasa a ocupar el lugar predominante (Dinero-Mercancía-Dinero) no aparece en las sociedades tradicionales más que en la figura del comerciante o del mercader. De ahí las estrictas reglas establecidas para controlar su comportamiento.

			Si las comunidades tradicionales tienden a considerar al comerciante y al mercader, figuras eminentes de la relación de mercado, como individuos fuera de la norma y extraños al grupo que constituye la comunidad y es así como admiten su actividad de mercado, también podrá perfectamente suceder, por efecto de la misma lógica, que personas y grupos procedentes de comunidades ajenas tengan la capacidad social de iniciar y desarrollar actividades de mercado en las comunidades de destino. De este modo se explica, según algunos investigadores, el papel que en la Edad Moderna llegaron a jugar muchos extranjeros, expulsados de sus países de origen por razones religiosas, en la implantación y el desarrollo del sistema de mercado por excelencia, el del capitalismo en la Europa moderna. Y lo harán y podrán hacerlo mejor que nadie precisamente porque eran extranjeros, extraños a la comunidad. “Hay que hacer hincapié en el singular papel de los refugiados en la difusión de las artes y los métodos del capitalismo. Se ha sostenido que el forastero que llega de una comunidad desarrollada es un vehículo ideal de la empresa económica, bien dotado para prosperar en su país de adopción porque no está maniatado por los códigos de conducta del país” (Kamen, 1984: 89). Esta misma lógica es la que permite entender que fueran los comerciantes quienes jugaron un papel clave en los orígenes y en la implantación del primer capitalismo europeo, es decir, en la asalarización del trabajo y en la utilización de máquinas: inicialmente con el putting out, luego con las primeras fábricas (Polanyi, 1989: 80-81). 

			El rechazo de toda actividad de mercado en las sociedades premodernas es, como vemos, general. No obstante, si había una relación de mercado excluida de toda normalidad era aquella que suponía la mercantilización del trabajo. El trabajo asalariado, el de aquellas personas que se veían obligadas a la venta de su esfuerzo a cambio de alguna compensación económica de la que vivir, solo afectaba —en las comunidades en las que podía darse y se daba el fenómeno— a una reducida minoría. Aun así, lo más relevante no es que fuera una reducida minoría, sino las razones de fondo por las que era una minoría. Su característica fundamental, aquella que la definía, no era la de su condición asalariada como tal, sino el de aquella condición, previa y concomitante, que los llevaban a ella: el hallarse fuera de toda la red institucionalizada de relaciones sociales de su propia comunidad, el de, por utilizar el concepto elaborado por Robert Castel, su “desafiliación”. Toda persona integrada en dicha red era un miembro “afiliado” del grupo social y, por lo tanto, fuera de toda posibilidad de “asalarización”. 

			En resumen, todo parece indicar que en los ordenamientos sociales que han precedido a la modernidad, tanto la actividad regulada por la lógica de mercado como sus agentes mercantiles bien no han existido (caso de la mayoría de las sociedades llamadas primitivas) bien, cuando la encontramos, no aparecen más que en los márgenes y en cuanto que activamente “marginados”. Si contemplamos todos estos hechos en la perspectiva de la historia de la humanidad, los veremos como síntomas de que las sociedades tradicionales no solo tendían a rechazar ese tipo de actividad y de agentes en su ordenación interna, sino que, además, lo hacían expresando una suerte de claro rechazo frente a ellos. 

			Si en el apartado anterior se había visto que el trabajo tal y como lo concebimos en las sociedades modernas no ha existido o, si lo ha hecho, ha sido marcado por el menosprecio dirigido a las clases sociales cuya actividad consistía en “trabajar”, lo mismo puede decirse con este segundo pilar de su ordenamiento social con el que se halla conectado, la economía de mercado. De ahí que si, tal y como se argumentará en el siguiente capítulo, el trabajo es una invención de la modernidad, lo mismo puede afirmarse de la economía de mercado. En el apartado siguiente expondremos los rasgos que caracterizan a dicho trabajo y a esa economía de mercado y al modo como se piensa su conexión. No obstante, antes deberemos hablar de la arqueología del tercer pilar sobre el que se asienta el ordenamiento social de la modernidad: el individuo. 
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